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RESUMEN

La presente reflexión se circunscribe al ámbito jurídico internacional que regula el derecho a la Tierra de los pueblos y poblaciones indígenas e introduce mejoras sustanciales a través de procedimientos que representan un avance lento pero progresivo en el respeto por los derechos humanos, en el que los medios de comunicación están desarrollando un notable papel en cuanto a la concienciación y difusión de un espíritu más solidario con las poblaciones indígenas dentro de la dialéctica de los Derechos Humanos. 
ABSTRACT
This reflection is limited to the international legal framework governing the right to the land of indigenous peoples and populations and introduces substantial improvements through procedures that represent a slow but steady progress on respect for human rights, in which the mass media are developing an important role in the Human right dialectics, because the diffusion of value and solidarity with the indigenous populations.

1. EL DERECHO A LA TIERRA

Los Parques Nacionales, son sin duda las figuras jurídico-ecológicas más conocidas de las llamadas áreas protegidas. Estos territorios que incluyen partes de tierra y /o de masas hídricas dulces o saladas se encuentran especialmente dedicadas a la protección y mantenimiento de la diversidad biológica y natural, poseen recursos culturales asociados y se gestionan principalmente a través de recursos legales y administrativos. En estas líneas iniciales téngase en cuenta que los principales propósitos en la gestión de los espacios protegidos transcurren por un camino variado donde se van dibujando diferentes expresiones de un recorrido común, que abarca desde la investigación científica, hasta la protección de las especies silvestres, pasando por la preservación de especies y diversidad genética, el mantenimiento de servicios ambientales y la protección de rasgos específicos naturales y culturales, donde el turismo, la educación y el empleo se hacen sostenibles.
Según la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza, las áreas protegidas quedan clasificadas coherentemente teniendo en cuenta la finalidad que orienta su gestión, situándose el Parque Nacional en la segunda categoría, que expresa una aquella amplia extensión natural o casi natural de territorio en la que hay una protección ecológica, de especies y ecosistemas con interés espiritual, científico, educativo y recreativo (UICN). Ocurre que en muchos de estos territorios junto a los animales y las plantas viven personas que definen y dibujan paisajes tanto natural como culturalmente, es decir, realidades que también deben protegerse y que expresan una especialidad dentro de los Derechos Humanos, los derechos de las poblaciones y pueblos indígenas, que desde Bartolome DE LAS CASAS vienen construyéndose como un corpus particular y concreto, por las características que definen tanto a los individuos, como a las sociedades indígenas que conviven y se relacionan con categorías sociales, criterios axiológicos y sistemas económicos-político y culturales que no les pertenecen.

Queda vinculado el estudio de los derechos a la tierra de las poblaciones indígenas a los espacios protegidos, pues el 86% de estas poblaciones, unos 300 millones de personas, desenvuelven su vivir, y se ha de proteger su devenir en dichas áreas a lo largo y ancho de nuestro Planeta. Así, recientes listados de las Naciones Unidas, institución especialmente sensible a esta materia, muestra que hay 102,102 áreas protegidas, lo que representa más de 18.8 millones de km2, es decir un 12.65% de la superficie de la Tierra, motivos los anteriores, suficientes, para centrar las presentes reflexiones en este ámbito concreto. 
El reconocimiento y falta de enunciado expreso de los derechos de los pueblos y poblaciones indígenas, hasta hace relativamente poco tiempo los ha categorizado como la cenicienta, junto con la cultura, de los Derechos Humanos. Inaceptable, pero comprensible esta situación se debe a las notables problemáticas jurídico-político-económicas, que vinculan las complejidades teóricas que se enredan en la solución de conflictos procedentes de realidades antropológicas y culturalmente diferentes. El discurso del poder resulta invalido para ello, pues las categorías de sujeto y organización social o parámetros de relación con el entorno y el igual, por ende los valores y la forma de entender el mundo y la vida son radicalmente diferentes. Sólo la dialéctica de los Derechos Humanos es capaz de lograr a través de lo esencial, la dignidad de la persona, vínculos de comprensión y entendimiento de lo diferente.

2.el derecho a la tierra en la dialéctica de los derechos humanos 

Dentro de la Dialéctica de los Derechos Humanos, nos situamos en la aporía que la misma dialéctica representa desde una perspectiva clásica, es decir, entendiendo la fuerza creativa de las posturas encontradas por la discusión o controversia. Ciertamente, el proceso dialéctico deriva en la verdad racional, lo que es de extraordinaria utilidad cuando se intentan delimitar intereses que participan de la misma categoría y del mismo grado en la protección y garantía, tales como los derechos de las poblaciones indígenas y los de los no indígenas que pudieran estar en confrontación directa. Bajo la dialéctica de los Derechos Humanos (Francesco GENTILE 2001), se manifiestan criterios políticos y económicos encontrados que determinan ciudadanías, establecen fronteras políticas y generan derechos de propiedad, para buscar mecanismos de respeto y protección del derecho a la tierra que asiste a los milenarios pobladores de la especie homo sapiens sapiens
. 

En el diálogo participan tanto los derechos humanos en general, como los de las poblaciones indígenas en particular, junto a su fundamentación y su expresión en Declaraciones y Convenciones. Conocidos de sobra los documentos que desde la Revolución guían el camino de los Derechos de los Hombres y de los Pueblos, detenernos en una brevísima referencia a los derechos de las poblaciones indígenas nos relata los hitos que hemos querido destacar a continuación, a sabiendas de lo menguada de nuestra exposición, que asumimos en pro del tema central que nos ocupa.

Con una versión cercana, sin desdeñar toda la insigne aportación jurídica medieval donde el blason de Bartolome DE LAS CASAS brilla con luz propia, el postmodernismo de los años setenta del siglo XX estrena la defensa de los derechos de los pueblos y poblaciones indígenas dentro del ámbito de las Naciones Unidas. MARTINEZ COBO presentó en 1970 el primer Estudio de discriminación referente a los indígenas: medidas a nivel nacional e internacional para la eliminación de la discriminación, habrá que esperar casi una década - medida temporal clave como veremos a continuación- para que se cree en 1982 el grupo de trabajo de las poblaciones indígenas y otra más, para que salga a la luz el borrador de la declaración de derechos de las poblaciones indígenas en 1993. Por fin, a partir de esa fecha hasta el 2004 se declara la primera década mundial a favor de las poblaciones indígenas donde destaca en 1995 la creación del foro permanente de las poblaciones indígenas en el sistema de las Naciones Unidas y en el año 2003 la Convención Internacional para la protección del patrimonio cultural intangible por la UNESCO, fuertemente vinculado a la protección de los pueblos y poblaciones indígenas del Planeta
. 
Es en el año 2008 cuando ve la luz la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, adoptada en Nueva York el 13 de septiembre durante la sesión 61 de la Asamblea General de las Naciones Unidas. Apoyándose en las Convenciones 107 y 169 de la Organización Internacional del Trabajo, sede donde de forma concienzuda se han elaborado acuerdos y mecanismos internacionales en esta materia. La Declaración  asegura a través de sus 46 artículos entre otros los siguientes derechos de los pueblos indígenas: - primero, y no por casualidad- a la tierra,- continúa el enunciado- a territorios y recursos tradicionalmente ocupados y a un medio ambiente sano; a la protección de sitios de importancia cultural y religiosa; a la integridad cultural y física; a una participación significativa en las decisiones que los afecten; a mantener y usar sus propias instituciones culturales, sociales y políticas; a no ser objeto de discriminación y a la igualdad de protección ante la ley. 
En palabras del propio Secretario General de Naciones Unidas ha supuesto el 
“ momento histórico en que los estados integrantes de la ONU y los pueblos indígenas se han reconciliado tras una penosa historia y han resuelto avanzar juntos en la trayectoria de derechos humanos, de la justicia y del desarrollo para todos." (Ban KI-MOON).
 

En este nuevo paisaje, ocupa un lugar definido y definitorio la tercera Comisión de las Naciones Unidas, que se ocupa exclusivamente de los asuntos sociales, humanitarios y culturales, su andadura desde el lunes 7 de octubre de 2013 sobre los temas de autodeterminación de los pueblos pone de manifiesto las actuaciones concretas y el avance que han tenido sus derechos en este segundo Decenio Internacional de las Poblaciones Indígenas del Mundo que finalizará en el presente 2014 con la Conferencia Mundial sobre los Pueblos Indígenas que nos llevará a reflexiones y conclusiones sobre los pensamientos que aquí nos orientan.  
.
De entre las múltiples posibles, la definición de MARTINEZ COBO sobre qué son las comunidades, pueblos y naciones indígenas pone de manifiesto la vinculación con la tierra que tienen estas poblaciones que manifiestan   

“una continuidad histórica con las sociedades anteriores a la invasión y precoloniales que se desarrollaron en sus territorios, se consideran distintos de otros sectores de las sociedades que ahora prevalecen en esos territorios, o en parte de ellos. Constituyen ahora sectores no dominantes de la sociedad y tienen la determinación de preservar, desarrollar y transmitir a futuras generaciones sus territorios ancestrales y su identidad étnica como base de su existencia continuada como pueblo, de acuerdo con sus propios patrones culturales, sus instituciones sociales y sus sistemas legales. (MARTÍNEZ COBO 1986/7)
 

Ese vínculo con la tierra sobre la que establecen y desarrollan sus sociedades, define unos parámetros culturales con ocasión de su relación con el entorno que además de ser normalmente de carácter espiritual  establece una forma de explotación sobre los recursos que en términos actuales denominamos ecológicos y/o sostenibles. El conflicto surge cuando se enfrentan los títulos de propiedad de las sociedades que han establecido Estados en las tierras en las que se encuentran sus asentamientos. Veamos cómo pueden resolverse los conflictos y cómo la Declaración de los derechos de las poblaciones indígenas a lo largo de los artículos 10, y 25 a 32 establece procedimientos con contenidos concretos en la defensa de las expresiones del derecho a la Tierra 

3. MECANISMOS INTERNACIONALES DE PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA TIERRA Y LOS DERECHOS HUMANOS  
El derecho a la tierra, además de representar un conflicto jurídico-político en el que uno de los elementos esenciales de la soberanía de los Estados, el territorio, cede a favor de los derechos Humanos, en su reconocimiento a favor de las poblaciones indígenas, el parámetro económico se manifiesta como el más importante factor de tensión. Ello se debe a que la tierra, el territorio, la propiedad horizontal, sinónimos todos de una misma realidad, representan ganancias económicas y monetarias especialmente cuando hay actividades de explotación vinculadas a esos territorios. Desde la explotación turística propia de los parques nacionales, hasta las explotaciones de los recursos del subsuelo, cuando media el factor económico en detrimento de los Estados, el conflicto se agudiza. 

Existen diferentes casuísticas en lo que al reconocimiento, protección y garantía del derecho a la tierra, se refiere entre las posibilidades de los diferentes órdenes normativos que regulan el derecho a la tierra figuran: 1) el no reconocimiento del derecho a la tierra, como es el caso de los Sámis o los Bushmen, entre otros . 2) un reconocimiento parcial, donde se respeta el derecho a la tierra de las poblaciones indígenas, perteneciendo los recursos del subsuelo al Estado, como es el caso de los  Kuwaru’wa  y los Nahua. 3) el reconocimiento total del derecho a la tierra y a los recursos sobre los que pueden imponer su soberanía como el caso de los Kuna y los Inuit. 4) Además hay territorios intermedios, donde reconociéndose el derecho, los Estados se proclaman fideicomisarios de las tierras indígenas, como ocurre con los indios norteamericanos y en Brasil. 

Como vemos las diferentes situaciones anteriores, suman  dificultades a un derecho que se caracteriza por su complejidad.  Si bien es cierto que es en la órbita nacional  donde se define con más precisión y cercanía el grado de eficacia y eficiencia en el derecho a la tierra. Es en la esfera internacional donde más fuertemente operan las fuerzas ejercidas por la difusión y la opinión pública, que establecen criterios que influencian en el modo de operar del Derecho. 
El cuarto poder y el protagonismo que en la actualidad posen los medios de comunicación masiva, especialmente la televisión opera a favor de la lucha por el Derecho, las imágenes nos acercan a realidades lejanas y mueven las conciencias y sensibilidades que convocan a reflexionar sobre tomarnos estos derechos en serio. Surgen interpretaciones más flexibles e instituciones públicas y privadas para la promoción de los valores que expresan el contenido esencial del derecho a una tierra, en la que además de los posibles valores económicos que representa, hay vínculos culturales fuertemente circunscritos a la forma de entender los ecosistemas en los que dicha tierra se asienta. Así, la pertenecía a una esfera jurídica nacional que no se encuentre en la dialéctica de los Derechos Humanos se aleja de mecanismos y herramientas a favor de las pretensiones de los pueblos y poblaciones indígenas, mientras que aquellos ordenamientos jurídicos en los que los Estados mantienen estrechos lazos de reconocimiento con la esencia y expresión de los derechos Humanos ocurre viceversa. 

Para poder asegurar el contenido de este derecho interesa aumentar la distancia y sumergirse en el ámbito internacional, a pesar de sus limitaciones propias de soft law y del reconocimiento de la ya superada Soberanía como piedra angular en el juego entre Estados y potencias. En ésta esfera las expresiones axiológicas y hermeneúticas establecen un diálogo vivo entre el ser y el deber ser con criterios lógicos, ontológicos y deontológicos, es decir fluye la dialéctica de los derechos humanos impregnando la construcción de las normas de convivencia de la humanidad. 

En este espacio además de los compromisos de respeto pactados por la comunidad internacional, se definen procedimientos útiles para su defensa, así el procedimiento confidencial, de la Resolución 1503 de la ECOSOC
 por el que la Comisión debe actuar cuando recibe algún informe firmado que muestre violaciones graves y continuadas de los Derechos Humanos, abre una interesante vía para asegurar que el derecho a la tierra de los pueblos y poblaciones indígenas no sea meramente declarativo.
 
En el procedimiento 1503 está dentro de los parámetros de la lógica que no se requiera el consentimiento del Estado implicado para llevar a cabo aquellas investigaciones que se juzguen oportunas para aclarar las cuestiones denunciadas, dejándose un amplio margen para la protección real y efectiva.

Inspirados por tales exigencias, ECOSOC ha querido super-proteger los derechos y para ello si las actuaciones que para el caso concreto decide la Comisión no limitansen el desconocimiento y/o violación de derechos humanos puede activarse el procedimiento 1235, donde los medios de comunicación nuevamente tienen una importante participación pues supone un debate público sobre la violación grave del derecho humano en cuestión.

A pesar del importante efecto de denuncia y descredito que supone tal debate, además la Comisión puede solicitar al Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas una resolución con objeto de criticar y poner de manifiesto la reprobación de las violaciones, desconocimiento o desprotección de los derechos humanos así como a los actores implicados, políticos y gobernantes que permiten tales actos con graves efectos mediáticos y políticos en la comunidad internacional.

En lo que se refiere al ámbito regional, por ser el americano el que más poblaciones indígenas alberga, es la Corte Interamericana de Derechos Humanos uno de los referentes  más destacados en la protección de los derechos de las poblaciones indígenas. En sus salas se han tratado múltiples casos que denuncian la violación y desconocimiento de los derechos territoriales en Nicaragua y Paraguay; asesinatos y masacres en Guatemala y en Colombia, abusos sexuales y violaciones en México; casos de maltrato, de limitaciones y engaño en los derechos de participación política en múltiples Estados, en fin, un amplio elenco de abusos, desconocimiento, violaciones y falta de reconocimiento de los derechos que asisten a los pueblos y poblaciones indígenas según las declaraciones internacionales suscritas por los países que han firmado el compromiso de cumplir con los derechos allí expresados.

Ante el silencio que guarda la Convención Americana sobre Derechos Humanos en relación con los derechos de los indígenas, la Corte va adquiriendo perfiles interpretativos amplios y favorables a estos derechos a partir de los expresados en las Convenciones y Declaraciones internacionales. 

Adoptamos las conclusiones que aportan Oswaldo RUIZ CHIRIBOGA y a Gina DONOSO al informe de la Corte Interamericana, donde destacan la manera en que se ha abordado los la complejidad de la casuística y la innovación y sensibilidad cultural de las reparaciones que han ordenado, lo que a su juicio ha generado una forma per se de reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas.

En este sentido la interpretación abierta y flexible ha favorecido el diálogo con los usos y costumbres jurídicos que ha situado a la Corte Interamericana a la cabeza de las soluciones justas y creativas en lo referente a las problemáticas que se ciernen sobre los derechos de las poblaciones indígenas, sirviendo de guía a la misma Corte Penal Internacional y en lo particular al Sistema Africano de 

Derechos Humanos que vienen apoyándose en su más reciente jurisprudencia.
El tribunal Iberoamericano ha logrado incorporar en su hacer las novedades provenientes del Derecho Internacional, los avances normativos de los países de su bloque regional y las innovaciones doctrinales de los Derechos Humanos sobre la identidad, las tierras y los  territorios indígenas

Especialmente relevante resultan aquellos criterios interpretativos a lo que nos referíamos arriba, que con visión amplia e integradora, donde la dialéctica de los Derechos Humanos sirve como fundamentación, se aplican por ejemplo a las cláusulas convencionales; de forma que se hacen presentes Tratados que sin tener como objeto proteger los pueblos indígenas sirven de instrumento para su eficaz garantía. 

Con Oswaldo RUIZ CHIRIBOGA y a Gina DONOSO levantamos la voz denunciando las violaciones de derechos humanos que las poblaciones indígenas soportan en la actualidad, centradas en particular en sus derechos culturales y en los vinculados al territorio. Pues como dicen los relatores
“aunque muchos Estados cuentan con leyes que reconocen y protegen los derechos de los pueblos indígenas, estas leyes son, en mayor o menor grado, frecuentemente violadas. En otros casos, no existen leyes adecuadas. Además, en muchos países, la legislación nacional no está en concordancia con las obligaciones asumidas por estos gobiernos conforme a la legislación internacional de derechos humanos.”

Queda pues revisar la eficacia y eficiencia de los Derechos Humanos pertenecientes a los pueblos y poblaciones indígenas frente a la presión que sugiere el crecimiento económico y el desarrollo. Tarea a las que nos comprometemos en próximas reflexiones 
.  
Como hemos visto más arriba, los instrumentos normativos que los expresan, apoyados en herramientas extranormativas que pertenecen al cuarto poder se muestran útiles en el plexo axiológico que parece promover y vincular actuaciones en defensa, garantía y promoción de los derechos de las poblaciones indígenas y de los Derechos Humanos en general. El marketing-denuncia, moviliza la opinión pública, que en nuestro mundo de consumidores e individualidades, sorprendente y dialécticamente, adquiere la potencia suficiente como para ser un instrumento eficaz en la garantía, protección y reconocimientos de nuestros hermanos los hombres, mujeres y niños que llamamos indígenas, siendo que todos lo somos de la que llamamos nuestra tierra.
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�  Resulta interesante recordar como el autor entiende la controversia como una expresión dialéctica que lejos de anular la pretensión del contrario se dirige a dilucidar el reconocimiento de un derecho sobre aquello que las partes reivindican para si. Francesco GENTILE (2001) El Ordenamiento Juridico, entre la Virtualidad y la Realidad, Marcial Pons, Madrid, págs 32 y ss.


� Para una lectura comprometida con la causa véase � HYPERLINK "http://www.google.es/search?hl=es&tbo=p&tbm=bks&q=inauthor:%22Jos%C3%A9+Aylwin+Oyarz%C3%BAn%22" �AYLWIN OYARZÚN�, José (2004) “Los derechos humanos de los indígenas en la Corte Interamerican a de derechos humanos” págs. 29 a 43 en Claudio E NASH ROJAS  Derechos humanos y pueblos indígenas: tendencias internacionales y contexto chileno, Ed IWGIA, Chile. 





� Resolución A/RES/61/295, del Plenario 68� HYPERLINK "http://www.un.org/en/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/61/PV.107&Lang=S" \t "_blank" �A/61/PV.107� de13 sep. 2007 


� A fecha actual mayo de 2014 tenemos que indicar que el 5 de marzo de 2014, el Presidente de la 68o sesión de la Asamblea General tomó las siguientes decisiones:( 1. Nombrar dos representantes de los Estados Miembros (Costa Rica y Eslovenia) para dirigir las negociaciones entre los Estados Miembros sobre el documento final; y, 2. Solicita al Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas la identificación de los representantes indígenas para dirigir las consultas con los pueblos indígenas en su nombre, 3. Designar al Embajador Crispin GREGOIRE, el ex Representante de Dominica ante la ONU como su punto focal sobre la Conferencia Mundial. Recomendamos que consultar la Conferencia para saber su contenido.


� MARTINEZ COBO, José: Estudio del problema de la discriminación contra las poblaciones  indígenas, Vol V, Conclusiones, propuestas y recomendaciones, Nueva York, Naciones  Unidas (ECN.4/Sub.2/1986/7/ Add.4)





�ECOSOC resolution 1503(xlviii) of 27 may 1970  Para un completo conocimiento del Procedimiento vease Francisco FORREST MARTIN,Stephen J. SCHNABLY, Richard WILSON, Jonathan SIMON, Mark TKUSHNET (2006) International human rights and humanitarian law: treaties, cases, and analysis, Cambridge University Press, págs 13-17  También GIFRA DURALL, Julia (2009) la reforma de los procedimientos especiales del consejo de derechos humanos: ¿una mejoría de los mecanismos extra convencionales?. Disponible en la web: ww.reei.org/reei17/indice.htm año.


� Aquí se incluyen el genocidio, el apartheid, la discriminación racial y étnica, la tortura, los desplazamientos forzados y el encarcelamiento masivo sin juicio alguno.


� Oswaldo Ruiz CHIRIBOGA & Gina DONOSO Pueblos Indígenas y la Corte Interamericana: Fondo y Reparaciones http://corteidhblog.blogspot.com.es/2012/06/comentario-la-convencion-americana.html


� RUIZ CHIRIBOGA y Gina DONOSO Ibidem


� No puedo sino referir al lector interesado a la lectura de Rodolfo STAVENHAGEN que trata estas cuestiones junto con los derechos culturales en “Pueblos indígenas retos después de la batalla” págs. 15 a 37 de la obra conjunta Los derechos indígenas tras la Declaración:El desafío de la implementación, Universidad de Deusto. 








